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ANTE EL CONSEJO DE ESTADO 


Es ya del dominio público que la Honorable Corporación 
Municipal de Quezaltenango solicitó,ante la Secretaría de Fomen- 
to, declaratoria de expropiación forzosa para la empresa del 
alumbrado eléctrico de aquella ciudad. ¡Expropiación forzosa 
de una empresa industrial! El caso no tiene precedente. Pero 
si la simple solicitud ha sido infundada hasta rayar en lo visible, 
no sabemos cómo calificar el dictamen que en ese asunto emitie- 
ra el señor Fiscal del Gobierno. El Fiscal, que por su misión 
está llamado á ilustrar las cuestiones que se ventilan en las 
oficinas administrativas, ha opinado también por la expropiación 
forzosa de una empresa industrial! 

Si el Gobierno hubiera seguido la opinión de su consejero 
en materias jurídicas, á estas horas estaría consumado ya el más 
injustificable ataque contra la propiedad particular. Pero el 
Presidente de la República, imparcial y prudente, quiso oir la 
opinión del Consejo de Estado. Este nombró una comisión de 
su seno: para que estudiase el asunto. La comisión no opina 
como la Municipalidad de Quezaltenango, ni como el señor Fis- 
cal del Gobierno. 

El asunto es de interés general. El precedente que pre- 


tende establecer la Municipalidad de Quezaltenango, es una 
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amenaza para la propiedad. Creemos imposible que el Poder. 
Ejecutivo accedaá las pretenciones Municipales. Pero como 
deseamos que la opinión pública juzgue, y sepa que no sin razón 
nos hemos opuesto á la expropiación forzosa, aunque sin negar- 
nos á la venta voluntaria de la empresa, damos publicidad al 
dictamen en referencia. Helo aqui: 


CONSEJO DE ESTADO: 


Los comisionados de la Municipalidad de Quezaltenango ocu- 
rrieron al Ministerio de Fomento en solicitud de que el Gobier- 
no expropiara 4 la casa “Juan Aparicio € hijos" de la empresa 
industrial del alumbrado eléctrico y de un molino harinero. 

Basta la enumeración de lo que aquel Ayuntamiento impe- 
tra, para comprender, sin que se requiera largo y prolijo exa- 
men que, aunque hubiese interés y ventajas públicas, en expro- 
piar á la empresa del alumbrado de esa industria, y 4 los due- 
ños del molino de su terreno y maquinaria, se opondría á se- 
mejante proceder el respeto que la propiedad merece y la segu- 
ridad que todos deben tener de que el fruto de su trabajo es sa- 
grado é inviolable. 

Hubo tiempos en que nada significó el individuo en frente del 
interés del Estado y dela salud pública, que cual suprema ley 
regía al mundo. ۱ 

“Salus populi suprema lex esto,” dijeron los romanos, 
cuando no se reconocían las garantías individuales; pero aún así y 
todo, el puebloque absorvió la vida entera del Levante y del 
Occidente, el gran constructor de las soberbias vías militares, de 
esas calzadas, acueductos y puentes, que triunfando del tiempo, 
se levantan entre las devastaciones de los siglos, no pudo me- 
nos de dar cabida entre sus leyes á los sanos principios que con- 
sagran y sancionan el respeto al dominio amplio y seguro. La 
enajenación forzosa en Roma, dice Mr. Delallan, en su tratado 
especial scbre esa materia, requería que fuese de pública utilidad 
la obra proyectada y que no hubiese otro medio humano. de lle- 
varla 4 cabo, que despbjar al propietario de su fundo, pagándole 
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su justo precio. Asílo revelan las leyes XIII 8 II ff. Communia 
Prediorum, y XIV, Titulo 6° Si locus per quem viam. Los co- 
mentaristas españoles, hasta lostiempos de los reyes católicos 
en España, no sospecharon siquiera que pudiese exigirse el sa- 
crificio de la propiedad privada para la realización de las obras 
que llamamos hoy de pública utilidad, si bien comprendían la 
venditio coacta, å consecuencia de una ob causam. pública inopiz. 
Fueron don Fernando y doña Isabel, quienes poniendo todo su 
conato en la creación de vías y grandes obras nacionales, or- 
denaron la expropiación forzosa, para el caso de que, obstando 
á su realización la propiedad particular, fuera preciso, de abso- 
luta necesidad, hacer sucumbir el dominio personal en aras del 
interés de todos. Hasta la época de Luis XIV, no hubo quien 
expusiera en Francia la misma doctrina. Hizolo el jurisconsulto 
Domat, en sucélebre obra “Leges Civiles, juxta naturalem éa- 
rum ordinem”, en las que, siguiendo los principios que se expar- 
cieron entre las naciones de raza latina, enseña que á la fuerza 
de vender, debe haber precedido la declaratoria oficial 
de que el camino, ú obra pública que se trata de realizar, son 
de general provecho, pues entonces se presupone que todos con- 
vienen tácitamente en la cesión de su dominio, mediante precio 
Justo. Hoy en la República francesa se nec-sita de una senten- 
cia judicial que solemnemente declare que la obra de que se tra- 
ta afecta intereses públicos, y que no hay otro medio de llevarla 4 
la práctica, que obligando á un propietario 4 vender su dominio 
(Ley de 3 de mayo de 1841). En Alemania dice el Tratado 


de Derecho Civil Germánico, (por Ernesto Lehr, pág. 155 de la 


traducción Española) la expropiación, Enteignieng, se otorga si 
la precede una cesión forzosa 6 voluntaria hecha por el dueño al 
Estado 6 Municipalidad é inscrita en el registro; pero precedien- 
do la declaratoria de utilidad pública, en la obra que se contem- 
pla realizable. Por último, en España se han fijado análogos 
principios que son los que hoy rigen en esa materia, en las Re- 


públicas hispano-americanas. Como en Guatemala, la ley de ex 


propiación está calcada en ellos, oportuno será que aquí queden 
consignados. 


Don Fernando de Madrazo escribió una obra especial sobre. 
expropiación forzosa, que tenemos á la vista, y analizando pro=- 
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lijamente la ley de 17 de julio de 1836, que descansa en la in- 
violabilidad del dominio, garantido por la Constitución, explica 
los cuatro requisitos para que cualquier particular, corporación 6 
establecimiento, puedan ser obligados á cederla ۵ á enajenarla: 
19—La declaración solemne de que la obra proyectada es de 
utilidad pública y el per2so para ejecutarla: 2°—La declaración 
de que es indispensable que se ceda ó enajene eltodo ó parte de 
una propiedad, para hacerla obra de utilidad pública: 3°—EI 
justiprecio de lo que haya de cederse ó enajenarse; y 4?— El pa- 
go del precio de la indemnización. Estos cuatro requisitos, di- 
ce aquel tratadista, constituyen otros tantos períodos, porque 
debe pasar todo expediente de expropiación, y va en seguida 
explicando menudamente lo que concierne á cada uno de ellos. 

La Comisión que tiene ahora el honor de expedir el pre- 
sente dictamen, ha creído oportuno hacer la reseña breve que 
antes queda expuesta, acerca de la historia de la expropiación 
forzosa, no cediendo, por cierto, áun vano alarde de erudición, 
sino para que conste que esos tres puntos relacionados han ve- 
nido sirviendo de norma, por decirlo así, álas diversas Legisla- 
ciones, empeñadas en respetar por una parte la propiedad, como 
sagrado derecho del cual dimanan y en el que se fundan todos 
los demás; y por otro lado, deseosos de concebirlo con ei interés 
general, que el progreso lleva en mira y la utilidad colectiva de- 
manda, en pluralidad de casos. 

Hoy el derecho individual no sucumbe ante la absorvente 
razón de estado de los antiguos tiempos. Tan ridículo, dice 
Stuard Mill, sería que un individuo pretendiese imponer silencio 
á toda la humanidad, como sería injusto que toda la humanidad 
impusiera silencio á ese mismo individuo. Aquel vago principio 
el que la salud del pueblo era la ley suprema, servía para justifi- 
car todos los atentados que se cometian, á pretexto de hacer 
saludables las arbitrariedades. No puede haber más interés ge- 
neral que el de la justicia. La salud de todos consiste en que 
ninguno vulnere sus derechos. La ley suprema es respetar to- 
das las leyes. La libertad consiste en que todos estén garanti- 
zados contra los ataques individuales y los avances de las auto- 
ridades; porque lo que se llama pueblo es la reunión de todos los 
particulares; y así como;cuando sufre un miembro del cuerpo hu- 
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mano, padece éste en su propia sensibilidad y organismo, de igual 
suerte, el daño, la amenaza, 6 el atentado contra un ciudadano, 
tienen resonancia en la colectividad entera, en el pueblo todo. - 

Fiel á esos principios, y siguiendo las enseñanzas de la 
historia y los dictados de la justicia, no establece nuestra ley de 
expropiación que siempre que se crea conveniente ó útil para un 
pueblo ۵ para una ciudad despojar á un ciudadano de su domi- 
nio, se le puede obligar á ello, mediante justiprecio. Esono lo 
establece ninguna ley del mundo, ni estuvo establecido jamás en 
tiempos pocos civilizados. La utilidad, como base de las accio- 
nes humanas, y aun como base de una teoría de legislación, la 
enseñaron en lo antiguo; y aun Bentham y Filangieri, en poste- 
riores tiempos, escribieron sus obras teniendo el principio utili- 
tario como regulador de la moral y de la justicia; pero esos mis- 
mos filósofos no pregonan que se despoje de la propiedsd aje- 
na á sus dueños, sólo porque se invoque el bien de los demás. 
En todo caso, lo que estatuye el Decreto n° 304 de 26 de enero 
de 1884, “en vista de las muchas obras de utilidad pública que de- 
manda el progreso creciente del pats, y en especial de las vias fe- 
rreas, es que al Ejecutivo corresponde la declaratoria, por me- 
dio de un acuerdo especial, de que una obra es de utilidad pública, 
sin que para el caso de vías férreas sea necesaria tal declaratoria: 
que, cuando para una obra cuya utilidad pública no esté todavía de- 
clarada, sea preciso ocupar y tomar terrenos, edificios, ríos, ma- 
terlales etc. de propiedad particular, se inicie un expediente an- 
te la Jefatura Política respectiva, para comprobar la necesidad 
de la expropiación. En todo evento, se refiere la ley á una obra 
en cierne ó en ejecución, y muy en especial 4 las vías férreas, que 
aun no se habían estrenado, es decir, á lo que se podía ejecutar, 
y no álo que ya se había hecho. Declara terminantemente 
nuestra ley, y no podía por menos, que sea preciso, indispensa- 
ble, necesario, en una palabra, el obligar 4 vender aquello sin lo 
cual la dicha obra no se haría. Cuando de otro modo, pudiera 
llenarse el objeto anhelado, no sería procedente sacrificar la li- 
bertad del propietario que, aunque sea dándole el justo precio, 
no quiere veuder. = | 

A la luz, pues, de esa teoria, no puede el Ayuntamiento de 
Quezaltenango solicitar la expropiación de una empresa industrial 
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ya establecida. No es imposible, ni siquiera difícil, mandar traer 
al extranjero las máquinas y aparatos para plantear, por cuenta 
de la Munlcipalidad, el alumbrado eléctrico. 

En ninguna parte se expropian las empresas industriales, 
que á las veces tienen muchísimo más valor que el de las piezas 
y aparatos que las constituyen. Al revés, hoy se garantizan por 
patentes los inventos, y se otorgan especiales salvaguardias á las 
industrias. Es digno de recordarse á ese respecto, lo que suce- 
dió en los Estados Unidos cuando se hizo el famoso puente de 
Brooklin. Una compañía de navegación del río del Este, notó 
que ya algunos de los buques no podían pasar por debajo del 
puente y demandó á la Municipalidad de New York, á fin de que 
lo destruyese y lo hiciera más alto. En tan difícil emergencia, no 
ocurrió á nadie expropiar de sus buques á la compañía, puesto 
que á no dudarlo, era el grandioso puente una obra de público 
interés y utilidad. Eso de comprar las embarcaciones no era 
difícil, por cierto; pero como la Compañía no hubiera querido 
verderlas, no cabía quitárselas. Al fin se transigió, costeando 
la Municipalidad una maquinaria especial para doblar las puntas de 
los mástiles, y dando además una indemnización; mas no se 
pensó siquiera en venta forzada. En el caso presente de la luz 
eléctrica, han comenzado las dificultades porque el Ayuntamiento 
no pudo pagar con puntualidad y de modo regular lo que por el 
alumbrado público debía, y no sería buen modo de subsanarlas, 
que se expropiara por utilidad pública ásus dueños. La colisión 
6 conflicto que se ha suscitado, no es ála verdad, el de una obra 
que, para hacerse en bien general, demanda el sacrificio de un 
derecho particular. Han sido de esas faltas de pago, esos retra- 
sos involuntarios, los que poco á poco obscurecieron la buena 
armonía que siempre debió prevalecer entre una empresa que 
fomenta una obra de utilidad general, y la Municipalidad que 
impetra el traspaso de ella, en obvio de sinrazones y desa- 
grados. 

En resolución, y una vez que la casa de los señores Juan 
Aparicio 4 hijos, está dispuesta à vender la empresa, no sería 
improbable que manejando este asunto el Gobierno con el tino 
y circunspección que acostumbra, se llegase 4 un arreglo en 
términos legales, sin los apremios que la expropiación demanda, 
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y lo que es más, sin atacar el artículo constitucional que declara 
la propiedad inviolable, una vez que las empresas industriales, 
en tiempo de paz, no se pueden expropiar, dentro de los térmi- 
nos y con arreglo al espíritu y al texto de las leyes guatemaltecas. 
Este es el parecer de la Comisión; pero el Honorable Consejo 
se dignará de resolver lo mejor y lo más acertado. 


Gnatemala, 23 de marzo de 1893. 


(f) Antronio BATREA. 


(f.) Juan Fermin AvciNENA. 


